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v. 
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Recurrido 
 

 
 
 

KLCE201801063 

 
Recurso de 
certiorari 
procedente del 
Tribunal de Primera 
Instancia, Sala 

Superior de 
Humacao 

 
Caso Núm.  
HSCR201201764 

 
Por: Art. 182 

Apropiación Ilegal 
Agravada 

 

Panel integrado por su presidenta, la Juez Gómez Córdova, la Jueza 
Rivera Marchand y el Juez Adames Soto. 

 
Rivera Marchand, Juez Ponente 
 

RESOLUCIÓN 
 

 En San Juan, Puerto Rico, a 12 de septiembre de 2018. 
 

 Comparece ante nosotros, por derecho propio y como litigante 

indigente, All Ortiz Camacho (Ortiz Camacho o peticionario) y 

solicita la revocación de una Resolución dictada el 18 de julio de 

2018 por el Tribunal de Primera Instancia (TPI), Sala de Humacao. 

Mediante el referido dictamen, el foro primario declaró No Ha Lugar 

una solicitud de enmienda de sentencia presentada por Ortiz 

Camacho al amparo de la Regla 192.1 de Procedimiento Criminal 

(34 LPRA Ap. II). Veamos. 

I. 

 El 7 de febrero de 2013, Ortiz Camacho hizo alegación de 

culpabilidad por dos acusaciones presentadas por el Ministerio 

Público, a saber: Apropiación ilegal agravada y Escalamiento 

agravado según tipificados en los Arts. 182 y 195(a) del Código Penal 

de Puerto Rico (33 LPRA secs. 5252 y 5265) respectivamente. El 

convicto disfrutó del privilegio de libertad a prueba bajo el Programa 

TASC “Drug Court”, hasta que le fue revocado el 21 de julio de 2015 
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por incumplir las condiciones impuestas.1 En consecuencia, el TPI 

ordenó a Ortiz Camacho a cumplir la totalidad de la sentencia en la 

cárcel. Particularmente, la Sentencia le impuso 3 años de cárcel por 

el delito de Apropiación ilegal agravada y 8 años por el delito de 

Escalamiento agravado. Al así hacerlo, el foro primario hizo constar 

que había aplicado la ley más favorable al momento de dictar la 

sentencia.2 

 En el 2018, Ortiz Camacho le solicitó al TPI que enmendara la 

Sentencia al amparo de la Regla 192.1 de Procedimiento Criminal, 

supra, y del principio de favorabilidad. El TPI declaró No Ha Lugar 

dicha solicitud el 18 de julio de 2018. Insatisfecho con el resultado, 

Ortiz Camacho acudió ante nosotros mediante recurso de certiorari 

y argumentó que el TPI erró al declarar No Ha Lugar la solicitud para 

enmendar la sentencia. El peticionario manifestó que el Art. 182 del 

Código Penal de Puerto Rico fue enmendado por la Ley Núm. 246-

2014. Además, indicó que el foro primario violentó el debido proceso 

de ley. A esos efectos, Ortiz Camacho nos solicitó que devolviéramos 

el caso al TPI y ordenáramos la enmienda de la Sentencia. 

 Examinado el recurso apelativo, le concedimos término a la 

parte recurrida para que expusiera posición. Oportunamente, la 

Oficina del Procurador General compareció en representación de El 

Pueblo de Puerto Rico. Arguyó que las penas impuestas fueron las 

establecidas en el Código Penal de Puerto Rico, según enmendado 

por la Ley Núm. 246-2014 y por lo tanto no procedía la expedición 

del auto de certiorari.  

Con el beneficio de la comparecencia de las partes, 

procedemos a atender el recurso que tenemos ante nuestra 

consideración. 

                                                 
1 Escrito en cumplimiento de orden de la parte recurrida, Anejo II. 
2 Íd. El Tribunal de Primera Instancia ordenó que las penas fueran cumplidas de 

manera concurrentes entre sí y consecutiva con cualquier otra pena. Asimismo, 

ordenó que le abonara al convicto el término cumplido en detención preventiva. 
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II. 

El auto de certiorari es un vehículo procesal de naturaleza 

extraordinaria que es utilizado con el propósito de que un tribunal 

de mayor jerarquía pueda corregir un error de derecho cometido por 

un tribunal de menor jerarquía. Rivera Figueroa v. Joe’s European 

Shop, 183 DPR 580, 596 (2011); Pueblo v. Aponte, 167 DPR 578, 583 

(2006); Pueblo v. Colón Mendoza, 149 DPR 630, 637 (1999). La Regla 

40 del Reglamento del Tribunal de Apelaciones (4 LPRA XXII-B), 

según enmendado por In re: Enmienda al Reglamento del Tribunal de 

Apelaciones, 2017 TSPR 135, 198 DPR ____ (2017), establece los 

criterios que el Tribunal de Apelaciones debe examinar para ejercer 

su discreción sobre la expedición del auto de certiorari.3 Además, los 

tribunales apelativos deben ejercer la facultad revisora solamente en 

aquellos casos que se demuestre un exceso de discreción o 

arbitrariedad en el dictamen emitido por el foro de instancia. García 

v. Asociación, 165 DPR 311, 322 (2005); Meléndez v. Caribbean Int’l. 

News, 151 DPR 649, 664 (2000).  

La persona que resulta convicta puede atacar colateralmente 

la pena impuesta. Pueblo v. Román Mártir, 169 DPR 809, 822 

(2007). La Regla 192.1 de Procedimiento Criminal, supra, que 

dispone en lo pertinente lo siguiente: 

Quiénes pueden pedirlo. Cualquier persona que se halle 

detenida en virtud de una sentencia dictada por 
cualquier sala del Tribunal de Primera Instancia y que 
alegue el derecho a ser puesta en libertad porque (1) la 

sentencia fue impuesta en violación de la Constitución 
o las leyes del Estado Libre Asociado de Puerto Rico o la 

Constitución y las leyes de Estados Unidos, o (2) el 

                                                 
3 El Tribunal tomará en consideración los siguientes criterios: (A) Si el remedio y 

la disposición de la decisión recurrida, a diferencia de sus fundamentos, son 

contrarios a derecho. (B) Si la situación de hechos planteada es la más indicada 

para el análisis del problema. (C) Si ha mediado prejuicio, parcialidad o error 
craso y manifiesto en la apreciación de la prueba por el Tribunal de Primera 

Instancia. (D) Si el asunto planteado exige consideración más detenida a la luz de 

los autos originales, los cuales deberán ser elevados, o de alegatos más 

elaborados. (E) Si la etapa del procedimiento en que se presenta el caso es la más 

propicia para su consideración. (F) Si la expedición del auto o de la orden de 

mostrar causa no causan un fraccionamiento indebido del pleito y una dilación 
indeseable en la solución final del litigio. (G) Si la expedición del auto o de la orden 

de mostrar causa evita un fracaso de la justicia. Regla 40 del Reglamento del 

Tribunal de Apelaciones (4 LPRA XXII-B). 
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tribunal no tenía jurisdicción para imponer dicha 
sentencia, o (3) la sentencia impuesta excede de la 

pena prescrita por la ley, o (4) la sentencia está sujeta 
a ataque colateral por cualquier motivo, podrá 

presentar una moción a la sala del tribunal que impuso 
la sentencia para que anule, deje sin efecto o corrija la 
sentencia. 

 
La moción para dichos fines podrá ser presentada en 
cualquier momento. En la moción deberán incluirse 

todos los fundamentos que tenga el peticionario para 
solicitar el remedio provisto en esta regla. Se 

considerará que los fundamentos no incluidos han sido 
renunciados, salvo que el tribunal, con vista de una 
moción subsiguiente, determine que no pudieron 

razonablemente presentarse en la moción original. 
 

El recurso provisto por la Regla 192.1 de Procedimiento 

Criminal, supra, está disponible solamente cuando una sentencia 

adolece de un defecto fundamental que, inevitablemente, es 

contrario al debido proceso de ley. Pueblo v. Pérez Adorno, 178 DPR 

946, 966 (2010). La referida Regla es de naturaleza excepcional que 

le permite al convicto revisar la sentencia en cualquier momento 

posterior, aun si la sentencia es final y firme. Regla 192.1 de 

Procedimiento Criminal, supra; Pueblo v. Contreras Severino, 185 

DPR 646, 660 (2012); Pueblo v. Román Mártir, supra, págs. 823 y 

828. 

La Regla 192.1 de Procedimiento Criminal, supra, también 

requiere que se incluyan en la moción todos los fundamentos que 

tenga el peticionario para solicitar el remedio o, por el contrario, se 

entienden renunciados. Pueblo v. Román Mártir, supra, pág. 823. El 

Tribunal Supremo de Puerto Rico expresó que la Regla mencionada 

se limita a planteamientos de derecho y no puede utilizarse para 

revisar cuestiones de hecho. Pueblo v. Pérez Adorno, supra, pág. 

966; Pueblo v. Román Mártir, supra, pág. 824. 

El procedimiento establecido en la Regla 192.1 de 

Procedimiento Criminal, supra, es de naturaleza civil y, por tanto, el 

peticionario tiene el peso de la prueba para demostrar que tiene 

derecho al remedio solicitado. Pueblo v. Román Mártir, supra, pág. 
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826; Pueblo v. Rivera, 167 DPR 812, 820-821 (2006). El Tribunal 

Supremo de Puerto Rico ha resuelto que una moción al amparo de 

la Regla 192.1 de Procedimiento Criminal, supra, puede ser 

rechazada de plano si de su faz no se demuestra que el peticionario 

tiene derecho a algún remedio. Pueblo v. Román Mártir, supra, pág. 

826. Es el peticionario quien debe poner en condiciones al tribunal 

de resolver la controversia. Íd. Ello se logra a través de la exposición 

de datos y argumentos de derecho concretos y, de cumplir con esto, 

se hace “imperiosa la celebración de una vista para atender los 

planteamientos constitucionales, o de ausencia de jurisdicción, o de 

ilegalidad de la pena impuesta”. Íd., págs. 826-827. 

III. 

En el presente caso, Ortiz Camacho se declaró culpable de 

cometer los delitos Apropiación ilegal agravada y Escalamiento 

agravado. El Art. 182 del Código Penal de Puerto Rico, supra, según 

enmendado por la Ley Núm. 246-2014, establece una pena fija de 3 

años “[s]i el valor del viene apropiado ilegalmente es menor de diez 

mil (10,000) dólares, pero mayor de quinientos (500) dólares…”. La 

Sentencia dictada por el TPI impuso una pena de 3 años de prisión 

tal como dispone el estatuto citado. Por otro lado, el Art. 195 del 

Código Penal de Puerto Rico, supra, antes de la aprobación de la Ley 

Núm. 246-2014, establecía una pena fija de 18 años de reclusión.4 

Tras la aprobación de la Ley Núm. 246-2014, la pena se redujo a 8 

años. Cónsono con ello, el TPI hizo constar en la Sentencia, dictada 

                                                 

4 El Art. 195 del Código Penal de Puerto Rico (33 LPRA sec. 5265), previó a ser 

enmendado por la Ley Núm. 246-2014, establecía: 

Artículo 195.- Escalamiento agravado. 

Será sancionada con pena de reclusión por un término fijo de 
dieciocho (18) años, si el delito de escalamiento descrito en el 

Artículo 194 se comete en cualquiera de las siguientes 

circunstancias: 

(a) en un edificio ocupado, o en cualquier otro lugar donde la 

víctima tenga una expectativa razonable de intimidad;  

(b) en aquella propiedad asignada por el gobierno para brindar 
vivienda pública; o 

(c) cuando medie forzamiento para la penetración.  

El tribunal también podrá imponer la pena de restitución. 
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el 21 de julio de 2015, que había aplicado el principio de 

favorabilidad y sentenció a Ortiz Camacho a cumplir 8 años de 

cárcel por el delito de Escalamiento agravado. Ambas penas serían 

cumplidas de manera concurrente entre sí. 

El planteamiento del aquí peticionario no ameritaba mayor 

trámite procesal, pues una lectura de las disposiciones penales en 

controversia era suficiente para denegar la enmienda solicitada. 

Como bien indicó la Oficina del Procurador General en su alegato en 

oposición, las penas impuestas por el TPI se encuentran dentro de 

los parámetros establecidos en el Código Penal de Puerto Rico. No 

encontramos indicio de exceso de discreción, parcialidad, prejuicio 

o error manifiesto en la decisión recurrida. 

 Por los fundamentos expuestos, denegamos la expedición del 

recurso de certiorari según los criterios establecidos en la Regla 40 

del Reglamento del Tribunal de Apelaciones, supra. 

Notifíquese. 

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 


